P R O Y E C T O     D E    L E Y

El Senado y Cámara de Diputados de la provincia de Buenos Aires 
sancionan con fuerza de

L E Y

Artículo 1:  Modifícase el artículo 2 de la ley 11.982 y sus modificatorias , el que quedará redactado de la siguiente manera:

“ ARTICULO 2.- El Tribunal de Casación Penal tendrá su sede en la ciudad de La Plata. El mismo estará integrado por trece  (13) miembros y funcionará con una Presidencia fija y cuatro Salas de tres (3) miembros cada una y tendrá competencia territorial en toda la provincia de Buenos Aires, en los términos del artículo 20 de la Ley 11.922.”

Artículo 2: Modifícase el artículo 7 de la ley 11.982 y sus modificatorias el que quedará redactado de la siguiente manera:

“ ARTICULO 7.- El Presidente del Tribunal de Casación Penal reemplazará a los Presidentes de las Salas en caso de recusación o excusación, vacancia u otra circunstancia legal que determine ausencia. Los demás miembros serán reemplazados por el Presidente o por aquel integrante de una de las salas que el Presidente del Tribunal designe. En su defecto, se integrará por sorteo a realizarse entre los miembros de la Cámara Tercera de Apelación en lo Criminal y Correccional del Departamento Judicial de La Plata con observancia de lo establecido en el artículo 3º de la presente Ley.

El Presidente ejercerá la superintendencia que la Suprema corte de Justicia le delegue.”

Artículo 3: Modifícase el artículo 15 de la ley 11.982,  sustituyéndose el tercer párrafo por el siguiente: 


“Incorpórase a la Planilla Anexa de la Ley 10.374, en el nivel “21,75 que por la presente se crea, los cargos de Fiscal Adjunto ante el Tribunal de Casación Penal y Defensor Adjunto ante el Tribunal de Casación Penal.”

Artículo 4: Comuníquese al Poder Ejecutivo.

FUNDAMENTOS
Desde el momento mismo de su creación el Tribunal de Casación Penal de nuestra Provincia ha visto aumentar en forma extraordinaria el número de causas en trámite ante el mismo, el que en la actualidad alcanza a aproximadamente a siete mil lo que equivale a decir que su capacidad operativa se encuentra prácticamente desbordada.

Diversas razones han llevado a la situación actual.  No solo el conocido aumento del índice de criminalidad, que obviamente ha traído aparejado en cada vez mas creciente número de causas en trámite, sino también la ampliación de la competencia del Alto Tribunal, indirectamente efectuada no solo a través de las últimas reformas del Código Procesal Penal de la provincia de Buenos Aires  (reformas legislativas) sino también de directivas emanadas de la jurisprudencia de la Corte Federal (ver fallo en C. 1757 XL “CASAL, Matías E” del 20-9-05) y los  organismos jurisdiccionales internacionales (ver “HERRERA ULLOA c/ COSTA RICA”).
Estas causales principalmente, así como otras conexas, han colocado al Tribunal de Casación Penal en situación de entender en cuestiones no previstas al momento de su creación, como ser aquellas relativas a la ejecución de la pena (salidas transitorias, libertades asistidas, etc.), a la prisión preventiva (cuando es recurrida por la vía del Habeas Corpus), a las medidas alternativas de la prisión preventiva, etc.

De este modo se ha llegado a la situación actual, en la cual la estructura original del Alto Tribunal resulta insuficiente para satisfacer la carga de trabajo del mismo, tornándose imprescindible la creación de una nueva Sala que contribuya a paliar las necesidades operativas a las que se hiciera referencia.

En un mismo sentido, y a fin de optimizar recursos, es menester que el Presidente del Tribunal sea el reemplazante natural de aquellos miembros que por una u otra circunstancias no se encuentren en condiciones de intervenir en determinadas circunstancias.  En el sistema actual, el Presidente del Tribunal solo reemplaza a los Presidentes de Sala, debiendo los restantes miembros ser reemplazados por otro Juez del mismo Tribunal, resintiendo de esta manera el trabajo de la Sala del Juez reemplazante, al no poder contar con la presencia de éste al momento de los acuerdos y sobrecargando innecesariamente las tareas ya de por sí sobredimensionadas.  En ese sentido la ventaja del sistema  propuesto deviene innegable en tanto el Presidente del Tribunal, al no integrar ninguna Sala, se convierte en el reemplazante natural de los restantes Jueces, sin resentimiento funcional alguno a las distintas Salas del Alto Cuerpo.
Por último, resulta lógico que el incremento de tareas reseñado, así como la reestructuración que se propugna sean acompañados por una jerarquización de los Fiscales  Defensores Adjuntos ante el Tribunal, en especial teniendo en cuenta el innegable esfuerzo que deben desarrollar los citados Magistrados que deben actuar cada uno ante una Sala de tres jueces, con cumplimiento de plazos perentorios que implican un esfuerzo denodado en pro del cumplimiento de la tarea asignada.  La labor de estos Magistrados adjuntos en muy poco difiere de aquella que desarrolla el titular (ver art. 24 de la Ley 11.922), de hecho en reiteradas  oportunidades deben reemplazar a este, con lo cual es necesario y hasta imprescindible, una jerarquización funcional y salarial que si bien no equipare las remuneraciones de adjuntos y titular, sí disminuya la importante brecha hoy existente entre estos.  De tal manera la incorporación del nivel 21,75 a la escala salarial del Poder Judicial destinada a la fijación de la remuneración para estos Magistrados no sería sino un reconocimiento equivalente a  aquel instaurado a los fiscales y defensores adjuntos, quienes fueran recientemente  equiparados  a los titulares por razones de estricta justicia.-
Por las causales expuestas y en el sincero entendimiento de la necesidad de la reforma propuesta, se pide a los Señores Diputados que acompañen con su voto positivo la presente iniciativa.

